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DERECHO FUNDAMENTAL AUTÓNOMO A LA SALUD / PERSONA PRIVAD DE SU LIBERTAD / Ámbitos de protección / OBLIGACIONES USPEC / CONFIRMA Y MODIFICA / “Se tiene entonces, que la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil No.363 de 2015 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC.  Así mismo, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 del 24 de noviembre de 2015 establece que corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la PPL (población privada de la libertad). En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC.

Significa lo anterior, que la obligación de la USPEC de “asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL” no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, pues si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones…”

(…)

“Por lo anterior, el A quo debió igualmente dirigir a la orden a la  USPEC por cuanto esta Unidad está encargada de realizar las acciones necesarias para que el señor Duque Bedoya reciba el servicio de salud que requiere, lo que encuentra su fundamento en la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015. 

En tal virtud, le asiste la razón a lo manifestado por la apoderada especial de la Fiduciaria La Previsora como agente liquidador de Caprecom EPS-S en Liquidación, toda vez que tal como lo dispuso el artículo 4º del Decreto 2519 de 2015 a través del cual se ordenó su liquidación, debía continuar con la prestación de servicios de salud a la población reclusa del INPEC, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, solamente hasta que esta actividad fuera asumida por la USPEC y en tal sentido, el 30 de diciembre de 2015 Caprecom EPSS en Liquidación suscribió el contrato 59940-001-2015 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, cuyo objeto era garantizar la prestación del servicio de salud para la PPL a cargo del Fondo Nacional de Salud por un término de 3 meses, el cual expiró el 31 de marzo de 2016, fecha a partir de la cual la entidad liquidada perdió la facultad de celebrar nuevos contratos para la prestación integral de servicios de salud, actividad que asumieron el consorcio referido y la USPEC, tal como lo concluyó la Corte Suprema de Justicia Sala de Decisión Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.2 en providencia de segunda instancia del  11 de agosto de 2016, M.P. Dr. Luis Antonio Hernández Barbosa, radicado No.85671 cuando revisó la decisión tomada por este Tribunal dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Jhon Jairo Montes Pérez, recluido en la cárcel de Picaleña, quien requería de tratamiento integral para las patologías descritas en la demanda de amparo.

Como consecuencia de lo anterior, se modificará el numeral 2º del fallo proferido el 26 de julio de 2016 en el sentido de revocar la orden dirigida a la Fiduciaria La Previsora como liquidadora de Caprecom EPS-S en Liquidación por la imposibilidad de cumplirla y en su lugar, se tendrá a la USPEC, de acuerdo a lo analizado por esta Sala y con base en lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia en la acción de tutela aludida.  En todo lo demás se confirmará el pronunciamiento impugnado.”

Citación jurisprudencial: Sentencia T-760 de 2008. / Sentencia T-859 de 2003. / Sentencia T -254 de 1993. / T- 127 de 2016.
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 1. ASUNTO A DECIDIR
 

Se procede a resolver lo concerniente a la impugnación presentada por la apoderada especial de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones CAPRECOM EICE en Liquidación en contra del fallo emitido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, dentro de la acción de tutea interpuesta por el señor Jorge Alberto Duque Bedoya en contra del establecimiento carcelario de Santa Rosa de Cabal Risaralda y otros, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la salud y vida digna.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1.  Informó el accionante que se encuentra recluido en la cárcel de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, presentando en la actualidad una serie de padecimientos en su salud, entre ellos un diagnóstico de varicocele que le produce dolores insoportables, sin que haya recibido la atención médica que requiere por lo que acude al juez de tutela para hacer valer sus derechos fundamentales a la vida y la salud, en tal sentido, solicitó una medida provisional tendiente que se ordenara a la Dirección Regional del INPEC Viejo Caldas con sede en Pereira, la Unidad de Servicios Penitenciarios y el INPEC de la ciudad de Bogotá, que de manera inmediata le presten los servicios médicos necesarios para la patología y para aliviar un golpe muy fuere que sufrió cuando estaba dentro de la celda.  (Fls. 1-4)

2.2.  Mediante auto del 11 de julio de 2016 el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal admitió la presenta acción de tutela y corrió traslado de la misma al Director de la cárcel de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, Dirección Regional del INPEC Viejo Caldas de Pereira y a la la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC (folio 5).  Así mismo, decidió vincular mediante auto 14 de julio de 2016 a la Fiduciaria La Previsora S.A. y al Consorcio Fondo Nacional de Atención en Salud para la Población Privada de la Libertad PPL 2015 (folio 14).
3. SINOPSIS RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA

3.1. UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS -USPEC 

Consideró que lo solicitado por el accionante corresponde al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 por ser la entidad encargada de adoptar todas las medidas pertinentes tendientes a velar por  la pronta prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad PPL por lo que no se debió vincular a esa unidad.

Se refirió al Decreto 4150 del 3 de noviembre de 2011 por medio del cual se creó dicha Unidad y que en su artículo 29 se estableció un régimen de transacción por el cual se indicó que el INPEC continuaría ejerciendo las funciones escindidas hasta la entrada en operación de la USPEC durante los seis meses siguientes a la expedición de dicho decreto, es decir, hasta mayo de 2012 fecha para la cual la USPEC inició su funcionamiento y sólo hasta el año 2013 le fueron asignados los recursos presupuestales, momento desde el cual inició las labores tendientes a la contratación de las principales necesidades en los establecimientos a nivel nacional cumpliendo entonces, con las funciones asignadas en el artículo 5º ibídem, las cuales relacionó.

Ante lo expuesto, solicitó se desvincule a la USPEC de la presente acción constitucional por cuanto consideró que esa entidad no está llamada a ser parte de la misma (Fls. 18-22).
3.2.  DIRECCIÓN EPMSC DE SANTA ROSA DE CABAL, RISARLADA
Informó que el señor Jorge Alberto Duque Bedoya se encuentra recluido en ese centro carcelario desde 11 de febrero de 2014, por lo que procedió a relacionar los exámenes y valoraciones  médicas que le han hecho por cuenta de un dictamen de várices escrotales, así como por el accidente que sufrió en su celda, siendo remitido por urgencias el 20 de abril de 2015.

Señaló que el 8 de julio de 2016 el señor Duque Bedoya fue remitido a valoración prioritaria por urología, encontrándose a la espera de la autorización de La Fiduprevisora para continuar atendiendo su salud, lo que se ha solicitado en repetidas ocasiones mediante correo electrónico a fin de retomar los procedimientos, por lo que consideró que por parte de esa Dirección existe plena disposición de realizar todas las remisiones médicas para que el personal de internos pueda asistir cumplidamente a las citas que requieran y que sean solicitadas por la Fidruprevisora.

Por lo anterior, solicitó que se desvinculara a esa Dirección y no tutelar lo pedido, por cuanto consideró que no se han  vulnerado los derechos fundamentales al accionante (Fls. 23-25).

Adjuntó copia de la historia clínica del señor Duque Bedoya (Fls. 26-71)

3.3.  CONSORCIO FONDO DE ATENCIÓN DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2015
Informó que el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad es una cuenta especial de la nación creada en virtud de lo establecido en la Ley 1709 de 2014, por lo tanto, la USPEC suscribió un contrato con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 integrado por la Fiduprevisora y la Fiduagraria.
Señaló que en el Manual Técnico Administrativo para la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad a cargo del INPEC y publicado por la USPEC, determina las funciones de cada participante dentro de la guía  de atención de salud en modalidad intramural y extramural.

Indicó que el Fondo de Atención en Salud PPL 2015 suscribe la contratación de servicios de la prestación de los servicios de salud de la población privada de la libertad previamente instruida por la USPEC y no funge en este negocio fiduciario como la EPS ni como IPS.

Por lo anterior, solicitó al despacho desvincular de la presente acción al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, atendiendo que este no solo carece de legitimación en la causa por pasiva sino que no ostenta ninguna capacidad jurídica que le permita legalmente prestar los servicios de salud controvertidos por el accionante.  (Fls. 72-75)

3.4.  DIRECCIÓN REGIONAL INPEC VIEJO CALDAS

Señaló la normativa que creó  el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad el cual es administrado por la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC mediante el contrato de fiducia mercantil No.363-2015 suscrito con el Consorcio Fondo de Atención en salud  PPL 2015. De tal manera, que en la actualidad se está implementando el nuevo esquema de alud para las personas privadas de la libertad, ya que la EPSS CAPRECOM se encuentra en proceso de liquidación y no presta los servicios a la población.

Por lo tanto, corresponde a la USPEC prestar el servicio en salud al personal recluido y a las autoridades penitenciarias desplegar todas las acciones administrativas para que los internos sean trasladados en hora y fecha indicada por la EPS para que les sea prestada la atención integral en salud.

Explicó que se encuentran a la espera de directrices por parte de la Dirección General del INPEC en relación a la atención en salud del personal de los internos con el fin de continuar adelantando e implementando los distintos protocoles y órdenes de la decretada emergencia carcelaria.

Por lo tanto, solicitó que se desvincule a la Dirección Regional Viejo Caldas INPEC. (Fls. 80 y 81) 
4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

El 26 de julio de 2016 el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, decidió tutelar los derechos fundamentales a la salud e integridad personal al señor Jorge Alberto Duque Bedoya.  En consecuencia, ordenó:

“(…) SEGUNDO: Se ordena al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 y Fiduciaria La Previsora S.A. como liquidador de CAPRECOM EPS, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas a partir de la notificación de este fallo autorice y programe el tratamiento para la VARICOCELE según el protocolo que tenga asignado la entidad para el tratamiento de dicha patología y plan de tratamiento prescrito por el Dr. NÉSTOR JULIÁN RAMÍREZ MEJÍA, médico Radiólogo, en consecuencia disponga de su red prestadora para este tipo de procedimiento en el término establecido anteriormente y sin dilación alguna.

TERCERO: Ordenar el tratamiento integral para la VARICOCELE, esto es, medicamentos, valoraciones, terapias, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del señor JORGE ALBERTO DUQUE BEDOYA, ya sea que lo prescrito se encuentre por fuera del Plan Obligatorio de Salud.

CUARTO: Se ORDENA a la cárcel de Santa Rosa de Cabal que una vez se obtenga la autorización para realizarle el tratamiento al interno JORGE ALBERTO DUQUE BEDOYA, disponga de su traslado inmediato al establecimiento de salud asignado sin que pueda negarse por situaciones administrativas ajenas al peticionario, como la falta de vehículo o de personal que lo pueda acompañar entre otros (sic)” 
5. IMPUGNACIÓN

La apoderada especial de la Unidad de Tutelas de CAPRECOM EICE en Liquidación  impugnó el fallo de tutela, toda vez que consideró en primer lugar, que a la Fiduprevisora  S.A. como agente Liquidador de CAPRECOM EICE en Liquidación le fue vulnerado su derecho a la defensa por cuanto en momento alguno le fue notificado el auto admisorio de la demanda de tutela, el cual debió ser enviado a la carrera 69 No.47-34 de Bogotá o a través del email designado para ese efecto, lo cual no ocurrió y en tal sentido, no se dio la oportunidad de ejercer el derecho de contradicción y defensa.  Por lo tanto, solicitó que se declare la nulidad de lo actuado a partir del auto aludido.
Aunado a lo anterior, manifestó que La Fiduprevisora S.A. como agente liquidador de  CAPRECOM EICE en Liquidación no ostenta competencia alguna para contratar la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad en atención al “otro sí” realizado al contrato de prestación de servicios No.59940-001-2015, el cual fue suscrito a partir del 30 de enero de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, siendo este último el competente para contratar dicho servicio, máxime que la vigencia del contrato de prestación de servicios  No.59940-001-2015 finalizó el 31 de marzo de 2016.

Igualmente, informó que el proceso de asignación de citas y traslado par el cumplimiento de los servicios ambulatorios y de otros niveles de complejidad, corresponde por competencia al cuerpo de custodia y vigilancia  del INPEC.

Indicó que con el ánimo de salvaguardar los derechos fundamentales invocados por el accionante, esa entidad en liquidación procederá de manera inmediata a poner con conocimiento del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 el caso del señor Jorge Alberto Duque Bedoya.
Por lo anterior, solicitar: i) declarar la nulidad del proceso a partir del auto admisorio; ii) revocar el fallo de tutela de primera instancia; iii) desvincular a la Fiduprevisora S.A. como agente Liquidador de CAPRECOMO EICE en Liquidación, y iv) abstenerse de imponer sanción en contra de la Fiduprevisora S.A. como agente liquidador de CAPRECOM en Liquidación, de conformidad con lo expuesto. 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución y el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991.

6.2. Problema jurídico 

Corresponde a esta Sala determinar si la sentencia de primera instancia se ajustó a las normas legales y constitucionales que se deben tener en cuenta para tutelar los derechos fundamentales invocados de una persona que se encuentra recluida en un centro carcelario y que requiere de atención médica.

6.3. La Constitución Política en su artículo 86 señala que quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

Igualmente, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 
6.4. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO 

6.4.1. De las pruebas arrimadas con la demanda y de lo expuesto en el escrito introductorio, la Sala observa que el señor Jorge Alberto Duque Bedoya, quien se encuentra recluido en el establecimiento penitenciario y carcelario de Santa Rosa de Cabal, Risaralda,  presenta un diagnóstico de varicocele, por lo que ha tenido que ser atendido desde el año 2014 en los hospitales San Vicente de Paul de Santa Rosa de Cabal y en el Universitario San Jorge de Pereira Fls. 29-66, a quien el 8 de julio de 2016 le fue ordenada valoración prioritaria por urología (folio 71), sin que a la fecha de instauración de la acción de tutela, hubiera sido autorizada la misma.

6.4.2.  En lo que tiene que ver con el derecho a la salud, éste tiene la connotación de fundamental que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración, tal como lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-760 de 2008, en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo:

 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.” (Subrayas nuestras).

6.4.3. Igualmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado que el derecho a la salud de las personas que se encuentran privadas de la libertad adquiere tres ámbitos de protección: “i) el deber del Estado de brindar atención integral y oportuna a las necesidades médicas del interno, y ii) el deber del Estado de garantizar la integridad física del recluso al interior del establecimiento carcelario, y iii) el deber del Estado de garantizar unas adecuadas condiciones de higiene, seguridad, salubridad y alimentación, al interior del establecimiento carcelario.”  En tal sentido, la población reclusa merece un trato diferencial para lo cual las entidades competentes que fueron convocadas al presente trámite deben concurrir a ello por disposición legal y constitucional para que se les brinde un tratamiento médico a las patologías sufridas, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en su jurisprudencia:

“Las personas privadas de libertad tendrán derecho a la salud, entendida como el disfrute del más alto nivel posible de bienestar físico, mental y social, que incluye, entre otros, la atención médica, psiquiátrica y odontológica adecuada; la disponibilidad permanente de personal médico idóneo e imparcial; el acceso a tratamiento y medicamentos apropiados y gratuitos; la implementación de programas de educación y promoción en salud, inmunización, prevención y tratamiento de enfermedades infecciosas, endémicas y de otra índole; y las medidas especiales para satisfacer las necesidades particulares de salud de las personas privadas de libertad pertenecientes a grupos vulnerables o de alto riesgo, tales como: las personas adultas mayores, las mujeres, los niños y las niñas, las personas con discapacidad, las personas portadoras del VIH-SIDA, tuberculosis, y las personas con enfermedades en fase terminal. El tratamiento deberá basarse en principios científicos y aplicar las mejores prácticas.”[8]  (Sentencia T-126 de 2015)

6.4.4.  En lo que fue objeto de impugnación y que tiene que ver con el primer pedimento de la recurrente en el sentido de que se declare la nulidad de lo actuado por falta de notificación del auto admisorio, la Sala advierte que mediante auto del 14 de julio de 2016 el juzgado fallador dispuso vincular al trámite de tutela a la Fiduciaria La Previsora (folio 14), decisión que fue notificada a esa entidad en la misma fecha a través del oficio 1172 al correo electrónico notjudicial@fiduprevisora.com.co (folio 17).  Igualmente, se observa que a la  Fiduprevisora se le envió dicha correspondencia por la empresa 472 con la guía RN604384302CO a la dirección “Calle 72 No.10-03 pisos 4,5,8,9” , recibida el 18 de julio de 2016 por “Jefferson Rodríguez” y en el ítem de observaciones aparece “ACCION DE TUTELA” (folio 106), la  cual fue trasladada por la Directora de Liquidaciones de la Fiduprevisora, Ángela María Yepes Sánchez a la Coordinadora de la Unidad de Tutelas de CAPRECOM EICE en Liquidación, Rosa Elvira Reyes Medina mediante el oficio radicado al No.20160080803461 del 02-08-2016, recibido en gestión documental de CAPRECOM el 2 de agosto de 2016 (folio 175).  De tal manera, que se infiere que CAPRECOM EICE en Liquidación fue notificada del auto admisorio de la presente demanda de tutela luego del fallo de primera instancia proferido el 26 de julio de 2016.

Así mismo, la sentencia de primera instancia fue notificada a la Fiduciaria la Fiduprevisora S.A. mediante el oficio No.1238 de 2016 a la dirección “Calle 72 No.10-03 pisos 4,5,8,9” de Bogotá (folio 99), el cual fue enviado por la empresa de correo certificado 472 con la guía RN610798816CO y recibida en la aludida entidad el 29 de julio de 2016 (folio 113), siendo impugnada dentro del término legal por la apoderada especial de tutelas  de CAPRECOM EICE en Liquidación, doctora Rosa Elvira Reyes Medina mediante el oficio  No.20167300099071 del 28/07/2016 radicado en el despacho de conocimiento el 1º de agosto de 2016 (folio 114).

Lo acabado de analizar, lleva a concluir que si bien en cierto el juzgado de primer nivel notificó tanto el auto admisorio de la demanda como la sentencia de tutela a la Fiduprevisora S.A. como agente liquidador de CAPRECOM EICE en Liquidación  a la dirección “Calle 72 No.10-03 pisos 4,5,8,9” de Bogotá, tan bien lo es que no era necesario que dichas notificaciones se hubieran tenido que realizar en la “Carrera 69 No.47-34 de Bogotá”, como lo solicitó la doctora Rosa Elvira Reyes Medina.  De tal manera, que esta Sala no declarará la nulidad de lo actuado, pues el mencionado despacho no sólo utilizó los medios  más expeditos para notificar sus decisiones, sino que las mismas fueron conocidas por la recurrente. 
6.4.5. En lo que respecta a la solicitud del recurrente y que tiene que ver con que se revoque la sentencia de primera instancia en el entendido de que la Fiduprevisora S.A. como agente liquidador de CAPRECOM EICE en Liquidación no tiene competencia alguna para contratar la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad de conformidad con el “otro sí” realizado al contrato de prestación de servicios No.59940-001-2015, el cual fue suscrito a partir del 30 de enero de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, cabe resaltar que el artículo 7º  de la Ley 1709 de 2014 “Por medio de la cual se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones”, señala lo siguiente: 
“Artículo 15. Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario. El Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario está integrado por el Ministerio de Justicia y del Derecho; el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec), como, adscritos al Ministerio de Justicia y del Derecho con personería jurídica, patrimonio independiente y autonomía administrativa; por todos los centros de reclusión que funcionan en el país; por la Escuela Penitenciaria Nacional; por el Ministerio de Salud y Protección Social; por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y por las demás entidades públicas que ejerzan funciones relacionadas con el sistema.(…)”
La misma ley 1709 de 2014 dispuso que la USPEC y el Ministerio de Salud y Protección Social crearían un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el cual sería financiado con recursos del presupuesto general de la nación, y en su artículo 66 consagra lo pertinente al servicio médico penitenciario y carcelario, así:  
“El Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) deberán diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención primaria en salud.
La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) será la responsable de la adecuación de la infraestructura de las Unidades de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en cada uno de los establecimientos Penitenciarios y Carcelarios en los cuales se prestará la atención intramural, conforme a los que establezca el modelo de atención en salud del que trata el presente artículo.
Parágrafo 1°. Créase el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, el cual estará constituido por recursos del Presupuesto General de la Nación. Los recursos del Fondo serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, la Unidad Administrativa de Servicios Penitenciarios y Carcelarios suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento del presente artículo y fijará la comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen.
Parágrafo 2°. El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, se encargará de contratar la prestación de los servicios de salud de todas las personas privadas de la libertad, de conformidad con el modelo de atención que se diseñe en virtud del presente artículo.
El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad tendrá los siguientes objetivos:
(…) 2. Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.(…)”  (Subrayas propias)

De acuerdo a lo anterior, se extrae que el Ministerio de Salud y Protección social mediante el Decreto de 2519 de 2015  ordenó la supresión y liquidación de CAPRECOM EICE, y en su artículo 5º dispuso que dicha entidad “conservará su capacidad única y exclusivamente para adelantar las acciones que permitan la prestación oportuna y adecuada del servicio de salud sus afiliados"  y así mismo consagró que “deberá continuar con la prestación de servicios de salud a la población reclusa del INPEC, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad”. De igual manera el artículo 5 ibídem, determinó que “como consecuencia del inicio del proceso de liquidación de CAPRECOM en liquidación, se terminarán todos los contratos o convenios interadministrativos suscritos por la Entidad y se procederá a su liquidación, con excepción de aquellos que se requieran para el Cumplimiento de las acciones que permitan la prestación oportuna y adecuada del servicio de salud sus afiliados.” Por lo tanto, dicho  Ministerio a través de la Circular No.00000005 del 21 de enero de 2016 aclaró que “la financiación para la atención en salud de la de la población carcelaria cargo del INPEC, está garantizada con los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, cuya administración está en cabeza de la USPEC a través del consorcio FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2015”.
6.4.6. Se tiene entonces, que la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil No.363 de 2015 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC.  Así mismo, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 del 24 de noviembre de 2015 establece que corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la PPL (población privada de la libertad). En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC.

6.4.7. Significa lo anterior, que la obligación de la USPEC de “asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL” no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, pues si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en la Sentencia T- 127 de 2016, cuando dijo: 

“(…) La Sala destaca dos cosas de lo anterior: (i) no es claro si la consulta médica prestada a los accionantes en la especialidad de odontología el 7 de marzo de 2016 se hizo en vigencia de los contratos celebrados por Caprecom hasta antes de la suscripción del otrosí o si hace parte de la nueva contratación de los servicios de salud a la que están obligados la USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015; (ii) no pueden las entidades accionadas, específicamente la USPEC, asegurar que la obligación de la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad corresponde exclusivamente al Consorcio. El haber suscrito un contrato de fiducia mercantil, donde se estableció como una de las obligaciones del contratista la de garantizar la continuidad en la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad, no exonera la responsabilidad principal a cargo de la USPEC de establecer las condiciones para que la entidad fiduciaria contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para esa población; es decir, no elimina sus deberes como principal obligada. (…)” (Subrayas propias)
6.4.8. Por lo anterior, el A quo debió igualmente dirigir a la orden a la  USPEC por cuanto esta Unidad está encargada de realizar las acciones necesarias para que el señor Duque Bedoya reciba el servicio de salud que requiere, lo que encuentra su fundamento en la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015. 
6.4.9.  En tal virtud, le asiste la razón a lo manifestado por la apoderada especial de la Fiduciaria La Previsora como agente liquidador de Caprecom EPS-S en Liquidación, toda vez que tal como lo dispuso el artículo 4º del Decreto 2519 de 2015 a través del cual se ordenó su liquidación, debía continuar con la prestación de servicios de salud a la población reclusa del INPEC, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, solamente hasta que esta actividad fuera asumida por la USPEC y en tal sentido, el 30 de diciembre de 2015 Caprecom EPSS en Liquidación suscribió el contrato 59940-001-2015 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, cuyo objeto era garantizar la prestación del servicio de salud para la PPL a cargo del Fondo Nacional de Salud por un término de 3 meses, el cual expiró el 31 de marzo de 2016, fecha a partir de la cual la entidad liquidada perdió la facultad de celebrar nuevos contratos para la prestación integral de servicios de salud, actividad que asumieron el consorcio referido y la USPEC, tal como lo concluyó la Corte Suprema de Justicia Sala de Decisión Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.2 en providencia de segunda instancia del  11 de agosto de 2016, M.P. Dr. Luis Antonio Hernández Barbosa, radicado No.85671 cuando revisó la decisión tomada por este Tribunal dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Jhon Jairo Montes Pérez, recluido en la cárcel de Picaleña, quien requería de tratamiento integral para las patologías descritas en la demanda de amparo.
6.4.10.  Como consecuencia de lo anterior, se modificará el numeral 2º del fallo proferido el 26 de julio de 2016 en el sentido de revocar la orden dirigida a la Fiduciaria La Previsora como liquidadora de Caprecom EPS-S en Liquidación por la imposibilidad de cumplirla y en su lugar, se tendrá a la USPEC, de acuerdo a lo analizado por esta Sala y con base en lo dispuesto por la Corte Suprema de Justicia en la acción de tutela aludida.  En todo lo demás se confirmará el pronunciamiento impugnado.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: MODIFICAR el numeral 2º del fallo proferido el 26 de julio de 2016 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en el sentido de revocar la orden dirigida a la Fiduciaria La Previsora como liquidadora de Caprecom EPS-S en Liquidación, por la imposibilidad de cumplirla y en su lugar, se dispondrá que la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC junto con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, cumplan con la sentencia de tutela de primera instancia. 
SEGUNDO: SE CONFIRMA en todo lo demás la sentencia de primera instancia. 

TERCERO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Corte Constitucional. Sentencia T -254 de 1993 
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